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Resumen

El golpe militar iniciado el 24 de marzo de 1976, autoproclamado “Proceso de reorganización nacional”, se propuso la subordinación de las distintas funciones de gobierno a la corporación militar con el objetivo de generar reconfiguraciones en las bases económica, política, social y cultural. El disciplinamiento de la sociedad fue llevado a cabo mediante sistemáticas violaciones a los derechos humanos (en adelante DDHH) que incluyeron la violencia física, la tortura, el secuestro de personas y la reclusión en centros clandestinos de detención (en adelante CCD). 
La presente ponencia aborda un tipo específico de violencia, la violencia sexual, ejercida sobre las mujeres durante la última dictadura cívico - militar argentina. Adoptando una perspectiva de género, entendemos a la violencia sexual y particularmente a la violación como una técnica de gobierno empleada por los militares al servicio de la deshumanización y control de la mujer y de la sociedad. Paralelamente, proponemos que el abordaje de la violencia sexual ejercida sobre las mujeres en los CCD puede ser reflexionada a la luz de conceptualizaciones vinculadas a la problemática de la salud mental, tales como: control social, trauma social, procesos de salud-padecimiento-atención y medicalización.  En este sentido, el marco legal vigente en materia de salud mental de nuestro país (Ley N°26657) invita a repensar las políticas e intervenciones dirigidas a las víctimas de violencia sexual durante el terrorismo de estado desde una perspectiva de derechos.
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Introducción

El golpe militar iniciado el 24 de marzo de 1976, autoproclamado “Proceso de reorganización nacional”, se propuso la subordinación de las distintas funciones de gobierno a la corporación militar con el objetivo de generar reconfiguraciones en las bases económica, política, social y cultural. Mientras en el plano discursivo las FF.AA enfatizaron que la indisciplina y la desobediencia social requerían el retorno de valores autoritarios y tradicionales (Calloni,1999) en el plano práctico, efectuaron un terrorismo de Estado que, como señala Calveiro (1998) supuso la planificación sistemática de la violación de los derechos fundamentales lxs ciudadanxs por parte del Estado a partir de la articulación de estrategias de instituciones represivas estatales-legales y circuitos represivos paralegales. Así, si bien los CCD no poseían una existencia formal y pública, muchos funcionaron en espacios estatales como comisarías, escuelas navales, cuarteles militares, edificios policiales, escuelas y hospitales. Sería sólo a partir de la regularidad en los relatos de sobrevivientes y testigos directos del sistema represivo que se lograría reconstruir la administración burocrática del mecanismo de secuestro, tortura, concentración y aniquilamiento.
La presente ponencia aborda un tipo específico de violencia, la violencia sexual, ejercida sobre las mujeres durante la última dictadura cívico - militar argentina y recupera un trabajo realizado en el marco de la materia “Problemática de la salud mental en Argentina”, dictada en la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires. Adoptando una perspectiva de género, entendemos a la violencia sexual y particularmente a la violación como una técnica de gobierno empleada por los militares al servicio de la deshumanización y control de la mujer y de la sociedad. El trabajo pretende reflexionar el fenómeno de la violencia sexual ejercida sobre mujeres en los CCD a la luz de conceptualizaciones vinculadas a la problemática de la salud mental, tales como: control social, trauma social, los procesos de salud-padecimiento-atención y la medicalización. Adicionalmente, se considera que el marco legal vigente en materia de salud mental de nuestro país, invita a repensar las políticas e intervenciones dirigidas a las víctimas de violencia sexual durante el terrorismo de estado desde una perspectiva de derechos. Finalmente, señalar que a lo largo del trabajo se emplea como insumo el cuaderno de Memoria Abierta titulado “Y nadie quería saber. Relatos sobre violencia contra las mujeres en el terrorismo de Estado en Argentina” (Bacci, C.,Capurro,M., Oberti,A. y Skura,S., 2012) que recupera testimonios del Archivo Oral[footnoteRef:1] y la investigación “Además me violaron”. La violencia sexual en centros clandestinos de detención durante la última dictadura militar argentina”[footnoteRef:2] (Álvarez, 2019) [1:  Los testimonios de Memoria Abierta tienen como fin documentar e interpretar los procesos históricos del pasado reciente aportando a la construcción de una memoria social. Desde 2001 el Archivo Oral registra la violencia sexual y otros modos de violencia contra las mujeres durante el terrorismo de estado a partir de relatos recuperados de entrevistas a sobrevivientes que no se agotan en experiencias traumáticas, sino que el tipo de narración obtenida da cuenta de situaciones y episodios personales y colectivos que pueden concebirse como formas de resistencia de la subjetividad ante los tormentos padecidos en los CCD. Esta escucha atenta y cuidada descansa en una metodología de entrevista narrativa que articula herramientas de la historia de vida, la entrevista estructurada y un registro audiovisual que favorece la comprensión multidimensional del mensaje, permitiendo una aproximación a la dimensión de la experiencia de los sujetos, su perspectiva y subjetividad. Si bien el archivo es de acceso público, preserva la confidencialidad de los datos de las personas que así lo soliciten y se requiere del consentimiento informado de las testimoniantes para la divulgación de sus relatos. En síntesis, para el Archivo Oral no sólo importa la obtención de información, sino que se privilegia incorporar la visión de las víctimas procurando evitar formas de revictimización de las mismas. (Bacci, et al., 2012:12-13).]  [2:  La investigación recupera testimonios de mujeres sobrevivientes obtenidos de entrevistas que la autora realizó junto a Fernando Álvarez y Lizel Tornay para el film documental “Campo de batalla. Cuerpo de mujer” (2013).
] 


Control social, encierro y subjetividades. La amenaza de muerte

Con el advenimiento de las sociedades modernas y el ascenso de la burguesía industrial se instalaron nuevos mecanismos de control social para consolidar y legitimar el orden social burgués. Como plantea Foucault (2014) en las configuraciones sociales con tecnologías de poder predominantemente disciplinarias, el encierro se legitima a partir de los principios del saber-poder positivista cuyas prácticas se cristalizan en diversas instituciones de vigilancia (la fábrica, la escuela, el hospital, el manicomio y la cárcel) con el objetivo de normalizar a “enfermos” y “peligrosos”, transformándolos en sujetos dóciles y útiles para el mercado de producción capitalista. Esta afinidad entre encierro y saber-poder médico es recuperada por Donzelot (1991) al reconocer en el manicomio y en la prisión los dos modelos fundamentales que, mediante el uso de la ideología médica y la consolidación del espacio cerrado para la moralización y el castigo, permitieron el control de los elementos refractarios de las clases dominadas. No obstante, para el autor el modelo del encierro no debe concebirse como universal, sino que requiere ser contextualizado y contrastado empíricamente en relación a los procesos sociales, económicos y políticos en los que se inscribe. Es en este sentido que nos preguntamos: ¿Qué características específicas asumió el encierro en los CCD durante el terrorismo de Estado y qué impacto tuvo en la subjetividad? 
Para Kordon, D., Edelman, L., Lagos, D. y Kersner, D (1998) la técnica de aislamiento y segregación en los CCD debe comprenderse en conjunción con la técnica de amenaza permanente a la tortura, cuya función era efectuar la despersonalización de la subjetividad del militante "subversivo” a partir del sometimiento de su cuerpo, entendido como núcleo central y básico de la identidad. Siguiendo esta perspectiva psicoanalítica, Viñar (1993) sostiene que esta demolición del individuo a partir de la denigración del cuerpo físico y del despojo del universo objetal (ideología, valores, relaciones afectivas, etc.) exige una reconfiguración de la psicología del sujeto que, de no efectuarse, puede desencadenar en una psicosis clínica. Para este autor, la tortura muchas veces generó no sólo la pérdida de la identidad entre los/las detenidos/as sino también la identificación emocional con el torturador. Dicha relación de complicidad perversa descansa en la necesidad imperiosa de una reparación que es inherente a la economía del psiquismo – en donde la muerte se presenta como lo no simbolizable-  que conduce a la búsqueda de un otro que restituya el mundo destruido. Así, en el marco de la sala de tortura, el torturador se presenta para el sujeto torturado como el único "otro" (objeto), es decir, como fuente restitutiva de la identidad. Paralelamente, y distanciándose de la literatura médica que soslaya la dimensión político-social de la tortura y sus efectos en la psicología colectiva, Viñar plantea que la tortura debe comprenderse como “un dispositivo intencional al servicio de los agentes de un sistema de poder totalitario y que está destinado a la inmovilidad, a través del miedo, de la sociedad gobernada” (Viñar,1993:49). En esta línea, Fernando Ulloa (1995) plantea que la crueldad propia del dispositivo de tortura descansa necesariamente en un dispositivo sociocultural que avala la impunidad de la violencia del ejecutor y el desamparo de la víctima. En síntesis, para estos autores resulta fundamental enfatizar la relevancia y el valor simbólico de las políticas de memoria para que la amenaza de muerte y la crueldad que supuso la tortura no retorne como síntoma tanto a nivel individual como a nivel colectivo.

Trauma social y terrorismo de Estado

El clima político y social durante el terrorismo de Estado asumió un carácter traumático como consecuencia de la sistemática intimidación y exacerbación de los mecanismos de control social, la sospecha y la inducción a la delación a partir de campañas mediáticas de acción psicológica que amenazaban la integridad física y la libertad. Siguiendo a Kordon, et al. (1998) entendemos que la dimensión subjetiva del trauma alude a un proceso de pérdida, cuyas consecuencias en el corto y largo plazo varían según los mecanismos psíquicos de elaboración de lo traumático de cada sujeto. No obstante, comprender el trauma como un fenómeno social complejo requiere no reducirlo a un acontecimiento traumático concreto y/o a las condiciones intrapsíquicas del sujeto. Recuperando el enfoque psicoanalítico de Calmels (2015) consideramos que los tratamientos de los padecimientos traumáticos deben contemplar tres dimensiones: la dimensión externa, asociada a la situación o situaciones de violencia que afectan a las personas; la dimensión singular de cada sujeto, es decir, los modos de recepción, enlaces y desenlaces de esa violencia en la temporalidad de la vida y, por último,  la dimensión social entendida en un sentido amplio, la cual remite al tipo de abordaje que se asigna a las víctimas de esa violencia desde la comunidad, el Estado y la Justicia[footnoteRef:3]. [3:  En esta línea psicoanalítica, el trauma se encuentra asociado con lo que Freud denominó “neurosis de guerra”, una neurosis no tan vinculada a lo intrapsíquico y a los procesos de la pulsión, sino a eventos externos que irrumpen sin anticipación alguna en la vida del sujeto con una magnitud e intensidad imposibles de elaborar para el aparato psíquico. Como desarrollaremos en los siguientes apartados, en esta línea se inscribe el trabajo del Centro Ulloa, el cual aborda los efectos subjetivos en víctimas de hechos graves como lo son el terrorismo de Estado, la violencia institucional y el incendio de Cromañón en nuestro país.
] 

De esta forma, las implicancias sociales del trauma en las víctimas del terrorismo de Estado se vinculan con procesos de re-traumatización, producto de la impunidad en el tratamiento de este tipo de casos. En nuestro país, las serias dificultades para configurar en el imaginario social una representación del “sobreviviente” no etiquetado por la situación traumática, reforzó sistemáticamente la condición de víctima a partir del rechazo, el negacionismo y /o la revictimización benéfica. Frente a la problemática de la re-traumatización, Fernando Ulloa (1995) aboga por un tratamiento empático y ético del padecimiento singular en conjunción con una justicia reparadora que favorezca la atenuación del sufrimiento experimentado y el reordenamiento de la vida psíquica y social.
En la perspectiva previamente descrita, el proceso de salud-padecimiento-atención se distancia del culpabilizante modelo médico hegemónico focalizado en los factores etiológico-curativos y en los aspectos biopsíquicos del sujeto (Menéndez, 1985). En este modelo identificamos al trastorno por estrés postraumático (TEPT) definido en el DSM-IV, en donde los síntomas que se suceden a la exposición a un suceso traumático son abordados desde la categorización de cuadros sintomáticos[footnoteRef:4] vinculados a un tratamiento medicamentoso de carácter reeducativo y conductista. De esta forma, al efectuar un abordaje homogeneizador, el TEPT soslaya el desenvolvimiento del conflicto en los planos intrapsíquico, vincular y transubjetivo, deslindando al sujeto del contexto e impidiendo contemplar la especificidad de las múltiples experiencias traumáticas.    [4:  El cuadro sintomático del TEPT incluye tres grupos de síntomas: 1) los asociados a la re-experimentación del hecho traumático, por ejemplo: recuerdos y /o pesadillas recurrentes;2) los asociados a evitar persistentemente estímulos vinculados al hecho traumático, por ejemplo: eludir conversaciones, situaciones, recuerdos y/o personas relacionadas al hecho traumático y 3) los asociados a síntomas persistentes de aumento de la activación como: hipervigilancia, dificultad para conciliar el sueño e irritabilidad, entre otros (Kordon,et al.,1998:45)
] 


El porqué de la reparación

El esquema jurídico subraya la existencia de un contrato social entre sujetos libres e iguales en donde la justicia tiene por función restablecer su vigencia cuando éste es corrompido por una de las partes (Zaffaroni, 1988). No obstante, una mirada crítica del derecho permite problematizar la noción de reparación y sus efectos en la subjetividad de los actores involucrados. En este sentido, enfatizando la diferenciación entre el sujeto jurídico de carácter universal y la dimensión psíquica a la que remite todo daño - asociada al despliegue de potencialidades, recursos afectivos, emocionales, intelectuales, relacionales, etc., únicos para cada sujeto en tanto se relacionan con su historia singular- Guilis, s.f. plantea que toda reparación del daño sufrido tras la vulneración de los derechos fundamentales supone la imposibilidad material de su resarcimiento, lo que evidencia la función simbólica de la reparación.  Ahora bien, en lo que respecta a los crímenes de lesa humanidad, la importancia de la reparación simbólica se ve agudizada por tratarse de crímenes perpetrados por el propio Estado, los cuales tienen fuerte impacto en la subjetividad de las víctimas y en el tejido social. Por ello, si bien el efecto de reparación siempre es potencial y polisémico (en tanto se encuentra supeditado a la dinámica psíquica de las víctimas,), el reconocimiento público y el accionar de la justicia resultan claves para la atenuación de los padecimientos psíquicos que tienden a agravarse frente a situaciones que reactualizan la sensación de desamparo e impunidad. Para la autora, el testimoniar sobre el acontecimiento traumático (como lo es en el caso de las audiencias públicas) puede funcionar muchas veces como instancia mediadora entre el drama psíquico y el campo social, favoreciendo el reconocimiento social del dolor personal. 
Teniendo en cuenta estas consideraciones, consideramos que insistir en la capacidad potencialmente reparadora de la condena judicial en los casos de delitos de lesa humanidad resulta fundamental ya que, como afirman Balardini, L., Oberlin. A. y Sobredo, L. (2011) la falta de condena de los crímenes no sólo reactualiza el trauma subjetivo, sino que impacta negativamente en la reformulación de los vínculos sociales dañados en los tiempos de terror. Por ello, la reparación requiere de políticas con valor simbólico que promuevan el fortalecimiento del lazo social de las víctimas con la sociedad civil, tales como; el reconocimiento público del Estado de su responsabilidad, declaraciones oficiales que restablezcan la dignidad de las víctimas y ceremonias conmemorativas y/o monumentos que permitan asumir el deber con la memoria entre la ciudadanía.

Cuerpos feminizados y el ejercicio de la violencia sexual sobre las mujeres en los CCD

Los procesos de sujeción y homogeneización del comportamiento social suponen históricamente una batalla contra el cuerpo que se despliega en función de una tensión permanente entre las fuerzas de la razón y la de las pasiones, expresada en la alteridad de los polos masculino / femenino y en la consecuente diferenciación de roles de género en el ámbito público y privado (Federici,2011). Ahora bien, en contextos sociohistóricos en los que se instalan regímenes autoritarios con dispositivos concentracionarios, la batalla contra el cuerpo sexualizado de la mujer se radicaliza y alcanza dimensiones extremas (Segato,2013). En este sentido, entendemos que las diversas formas de violencia sexual[footnoteRef:5] ejercidas sobre los cuerpos de mujeres - militantes[footnoteRef:6] durante el terrorismo de Estado no constituyeron hechos excepcionales sino parte integrante de las estrategias represivas de aniquilamiento y disciplinamiento hacia mujeres consideradas doblemente transgresoras o “subversivas” por cuestionar el orden político-social y los estereotipos hegemónicos de género (Bacci et al, 2012; Vasallo,2009). [5:  Entre las diversas formas de la violencia sexual es posible identificar: agresiones verbales (insultos, bromas, expresiones obscenas y con connotación sexista tendientes a objetivar el cuerpo de la mujer); desnudez forzada y requisas vejatorias; amenazas de abuso sexual y/o referidas al destino de sus hijos o de sus embarazos; sometimiento a formas de esclavitud sexual, violación y aplicación de tormentos en órganos sexuales; embarazos no deseados, la inducción de partos; abortos provocados por torturas y la separación/apropiación de sus hijos (Álvarez, 2019:60)
]  [6:  Al analizar las organizaciones militantes de los años 1960 y 1970, Oberti (2011) señala que, si bien éstas no adscribieron explícitamente en su política a la igualdad entre los sexos, la presencia de mujeres en todos los frentes de militancia, contribuyó a un cuestionamiento de hecho del imaginario de lo que es y puede hacer una mujer.
] 

Recuperando las conceptualizaciones de Segato (2013) consideramos que en las violaciones perpetradas en los CCD subyace un mensaje bidireccional. En un sentido verticalista, la violación implicó un castigo, un acto moralizante hacia mujeres que tensionaban roles y valores tradicionales como la familia. Mientras que, en un sentido horizontal, la violación puede comprenderse como un mensaje que los torturadores direccionaban, por un lado, hacia una comunidad de pares (otros represores) a partir de la cual demostraban virilidad y , por otro lado, hacia sus antagonistas masculinos (los militantes “subversivos”) cuyo poder y masculinidad era desafiada a partir de la usurpación de los cuerpos de “sus” mujeres[footnoteRef:7]. Adicionalmente, hay que señalar que estas violaciones también tuvieron efectos en las relaciones intersubjetivas entre sobrevivientes. En el libro “Putas y Guerrilleras” (2014) Wornat y Lewin señalan que las mujeres “sobrevivientes” de los CCD padecieron no sólo la violencia sexual de sus represores, sino también la culpabilización por parte de sus compañeros varones, lo que ocasionó la ruptura de los lazos de solidaridad que se tejían en las organizaciones de militancia, siendo muchas de ellas expulsadas y catalogadas de “traidoras”- “delatoras”. Esta sospecha en torno a la mujer violada denota para Chejter (1990) un imaginario social patriarcal que se expresa claramente en el poder judicial, en donde las víctimas de delitos sexuales deben permanentemente probar que han sido agredidas y que no otorgaron consentimiento en la situación denunciada. De esta manera, el imaginario social sólo reconoce como “víctimas” a las mujeres que presentan como prueba de la agresión las marcas en su cuerpo, las cuales denotan su resistencia. Ahora bien, en el caso de las mujeres de la ESMA, los testimonios dan cuenta de que, en términos generales, las violaciones no se caracterizaron por la mediación de la coerción física. Consideramos que estas violaciones dan cuenta del poder acumulado por los represores y de una modalidad de ejercicio del mismo que se desplegó mediante una violencia que, como señala Izaguirre, es garantizada por “el temor del sometido que la padece y negada por la complicidad domesticada de la mayoría que lo victimiza nuevamente cada vez que se atreve a pedir amparo” (Izaguirre, 1998:1). [7:  Miriam Lewin, quien estuvo detenida en la Escuela Mecánica de la Armada (ESMA) señala: “Yo creo que había una intención por parte del Tigre Acosta [jefe del Grupo de tareas 3.3.2 de la ESMA] de obligar y promover las relaciones sexuales en la Escuela de Mecánica de la Armada y yo no sé si él lo hizo de manera consciente o si, producto de su intuición, él estaba convencido de que ganar los cuerpos de esas viudas de combatientes ilustres, como por ejemplo la viuda de Caride, como por ejemplo la viuda de Osatinsky, era un poco ganar la guerra, era un poco como “malinchizar” a las mujeres montoneras, a las mujeres guerrilleras. Y ganarles una batalla a sus hombres, otra batalla más, post-mortem” (Álvarez, 2019 :62)] 

Estableciendo un contrapunto con las líneas de lectura que conciben la violación como actos que arrasan o anulan la subjetividad de quien es sometida o sometido (Segato,2010) Álvarez (2019) plantea que si bien toda violación en los CCD supuso una objetivación de la mujer por parte de represores que tenían el poder soberano de “hacer vivir o dejar morir” (Foucault, 2000), es preciso reconocer también el carácter múltiple de esas experiencias. Para Álvarez, los testimonios de las víctimas de violencia sexual no sólo dan cuenta de lo traumático sino también de estrategias emocionales y psicológicas que se distancian del estereotipo de la victimización y que pueden considerarse como manifestaciones de resistencia a ser percibidas y autopercibidas como meros cuerpos traumatizados, violados o vejados. Como señala la autora: 

“(…) el testimoniar tiene sentidos múltiples para ellas: responsabilidad, deuda con quienes no están y privilegio son los principales. Al mismo tiempo, narrar la violencia sexual padecida permite trastocar el discurso normativo que impone guardar en el fuero íntimo la agresión sufrida. Los testimonios sobre el terrorismo de Estado y las memorias se organizaron desde el inicio como formas de militancia política, y a pesar de su heterogeneidad siempre tuvieron una direccionalidad específica: la resistencia al silencio oficial, al miedo y al poder deshumanizador” (Álvarez, p:69)


Instancias de reparación para las personas que sufrieron violencia sexual durante el terrorismo de Estado: La experiencia del Centro Ulloa y otras narrativas alternativas

En términos generales, el tratamiento de testimonios vinculados a delitos contra la integridad sexual en los procesos por crímenes de lesa humanidad se ha caracterizado por un sesgo sexista y de género. Como plantea Jelín, el testimonio en audiencias orales suele responder a un formalismo que limita la expresión de las testigos conforme a reglas legales de la “evidencia aceptable” que direccionan los relatos hacia el cuerpo de las víctimas, exigiendo una descripción detallada de las agresiones, golpes, abusos, violaciones, etc. Así, se plantea una tensión permanente entre, por un lado, la necesidad de construir una narrativa pública y, por otro, respetar la intimidad y la privacidad del testimonio (Jelín, 2002; 2010). 
No obstante, debemos considerar que desde la transición a la democracia la noción de “víctima" sufrió reconfiguraciones a partir de narrativas alternativas vinculadas a las luchas sociales del pasado reciente y, principalmente, tras la reapertura de los juicios de lesa humanidad en donde lxs testigxs ahondaron en sus militancias y la persecución política durante los años del terrorismo de Estado. Ahora bien, en el marco de la consigna “Memoria, Verdad y Justicia” que propuso el movimiento de derechos humanos, la reparación simbólica de las mujeres víctimas de violencia sexual adquiere un sentido particular si se considera que su proceso singular de (auto) reconocimiento como víctimas de violación y perseguidas políticas, insumió un tiempo distinto al que marcó la transición democrática y los reclamos judiciales[footnoteRef:8]. De esta manera, el testimonio de estas mujeres supone en sí mismo explicitar el sentido político de la violencia sufrida, el cual se evidencia en las narraciones del Archivo Oral de Memoria Abierta en donde se presentan relatos que reivindican la necesidad de hablar de la violencia sexual (de “llamar a las cosas por su nombre”) como parte de la tarea de construcción de la memoria social, mientras que, otros relatos, plantean el sentido de “desjudicializar” y recuperar lo sustantivo de sus experiencias, las cuales no se reducen a lo traumático y sus efectos (Bacci, et al, 2012: 96)  [8:   Al respecto, debemos recordar que los primeros testimonios de las sobrevivientes frente a diversos actores del proceso de justicia (desde los organismos de derechos humanos hasta los operadores del sistema judicial) se vieron afectados por la necesidad imperiosa de demostrar el plan sistemático y las prácticas de terrorismo, por lo que se focalizó en denuncias referidas al secuestro, la tortura y la desaparición, relegando otros temas como la violencia sexual. Asimismo, debe considerarse que durante el Juicio a las Juntas de 1985 la Justicia consideró a las violaciones como parte integral de los tormentos. Esta falta de escucha atenta y con perspectiva de género, limitó las instancias de reparación simbólica para las mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del Estado (Balardini, L. et al.,2011).
] 

En el marco de esta política reivindicativa de los DDHH, hacia 2004 se conformó un equipo interdisciplinario abocado al tratamiento de las víctimas de violencia sexual durante el terrorismo en la Dirección Provincial de Políticas Reparatorias de la Secretaría de Derechos Humanos. Este se propuso reconocer a las sobrevivientes como sujetas de derecho y brindarles acompañamiento ante la justicia en calidad de víctimas-testigos de delitos sexuales, ya considerados como delitos diferenciados en el marco del encierro y la tortura. Dicho acompañamiento debía priorizar el consentimiento de la víctima para testimoniar en instancias públicas y el respeto del tiempo subjetivamente necesario para transitar dicho proceso (Vega, 2015:160-163). Paralelamente, hacia 2009 se implementó un trabajo de asistencia y acompañamiento desde el Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones a los Derechos Humanos, “Dr. Fernando Ulloa”, como política pública de reparación integral. El mismo pretendía garantizar asistencia psicológica, acompañamiento y juntas médicas para evaluar los daños en la salud de las víctimas de violencia sexual desde un enfoque psicoanalítico con perspectiva de género[footnoteRef:9]. Hacia 2015 el Centro Ulloa había asistido y acompañado a 3000 víctimas en los juicios de lesa humanidad y realizado más de 2000 tratamientos en salud mental[footnoteRef:10]. Sin embargo, con el cambio de gobierno en 2015, la aplicación de políticas de corte neoliberal y el recorte de distintas políticas sociales, se desató un proceso de mercantilización de los derechos sociales. En lo que respecta a las políticas de reparación, la caída del presupuesto de la Secretaría de Derechos Humanos implicó una reducción de los equipos técnicos encargados de elaborar informes, lo que generó demoras en el pago de las leyes reparatorias a víctimas del terrorismo de Estado. Asimismo, se produjeron recortes en los presupuestos de organismos de DDHH, del Archivo Nacional de la Memoria y para el mantenimiento de espacios de memoria como los edificios de la ex ESMA. En lo que respecta al Centro Ulloa, se efectuaron despidos de profesionales que redujeron el 30 % de su planta, pasando de 120 profesionales a 40, impactando negativamente la asistencia psicológica y el trabajo social de muchas de las víctimas[footnoteRef:11].  [9:  Entre los aspectos más significativos que demarcan la especificidad del campo se encuentran: la corta edad de las víctimas al momento de la violencia sexual; que la violencia sexual afectó tanto a mujeres como a hombres; la diversidad de acciones involucradas en los delitos sexuales; que el pasaje por algún dispositivo de acompañamiento terapéutico facilita la identificación, la capacidad de nominación y de representación de los hechos de violencia sexual y su identificación como padecimiento en su dimensión sexual; la presencia de daños físicos en la esfera genital-sexual en el periodo inmediato y a lo largo del tiempo: abortos, cirugías reparadoras de las zonas, incontinencias, hemorragias, miomas, histerectomías, cáncer, VIH, etc.; la presencia de daños psíquicos tales como: insomnio, pesadillas, ausencia de deseo sexual, depresión, melancolías, miedos y temores habituales; los sentimientos más frecuentes son: humillación, vergüenza y pudor, repugnancia y asco asociados usualmente a manifestaciones de intensa angustia al relatar los hechos y los lazos sociales marcados por el aislamiento/retraimiento, el cual suele revertirse luego del pasaje por algún dispositivo de acompañamiento y asistencia terapéutica (Calmels, 2015:156-157)
]  [10:  Calmels, J. (28 de enero de 2016). Las dimensiones del trauma. Reflexiones desde la experiencia argentina. Página 12.Recuperado de: https://www.pagina12.com.ar/diario/psicologia/9-291255-2016-01-28.html (Última consulta:13 de agosto de 2020)
]  [11:  Bullentini,A.(4 de febrero de 2020). La gestión de la ausencia. Página 12. Recuperado de:
https://www.pagina12.com.ar/245457-la-gestion-de-la-ausencia (Última consulta: 13 de agosto de 2020)] 

Lo expuesto denota un desplazamiento de la función del Estado como garante y promotor de políticas Reparatorias para las víctimas del terrorismo de Estado durante los últimos años. No obstante, resulta relevante destacar la resistencia de los organismos de DDHH, de los familiares y fundamentalmente de las víctimas en la búsqueda de la construcción social de la memoria. En el caso específico de las mujeres víctimas de violencia sexual, como señalamos se han configurado narrativas alternativas que intentan fugar a la revictimización y culpabilización a la que históricamente han sido sometidas por su condición de mujeres y militantes. En este sentido, el despliegue de prácticas sociales y simbólicas destinadas a resignificar y reubicar la violencia sexual sufrida desde la esfera privada a la pública, posiciona a estas mujeres como agentes políticas que toman la palabra en donde antes hubo silencios. En el presente, esto se vio fuertemente favorecido por el desarrollo de una escucha atenta a las demandas del movimiento feminista que ha logrado poner en la agenda pública la violencia de género, invitando(nos) a repensar y resignificar experiencias doloras del pasado reciente. 
Entre las manifestaciones de resistencia y resignificación nos gustaría destacar la muestra “Ser mujeres en la ESMA. Testimonios para volver a mirar” (2019), exhibida en el Museo Sitio de Memoria ESMA, monumento histórico nacional, evidencia del terrorismo de Estado y prueba judicial en las causas por crímenes de lesa humanidad en Argentina. La muestra retoma ejes de las consignas del movimiento de mujeres del presente como;  “Lo personal es político”, “Vivas nos queremos” y la idea de sororidad para revisar las diversas dimensiones de la violencia, las estrategias de supervivencia y las narrativas a las que apelaron las mujeres de acuerdo a las épocas y dificultades del proceso de Justicia para reconocerlas y juzgarlas[footnoteRef:12] . [12:  Museo Sitio de Memoria ESMA. “Ser Mujeres en la ESMA. Testimonios para volver a mirar. Muestra temporaria del 14 de marzo al 14 de junio de 2019”. Recuperado de: http://www.museositioesma.gob.ar/item/ser-mujeres-en-la-esma-2/ (Última consulta: 13 de agosto de 2020)] 


Consideraciones finales

El abordaje de problemáticas vinculadas a la salud en el marco del capitalismo neoliberal supone necesariamente posicionarse en torno a dos concepciones en permanente tensión; una que concibe a las prestaciones y servicios de salud como un bien transable regido por la lógica del mercado y otra que defiende el acceso a la salud como un derecho humano garantizado por el Estado (Laurell, 1994). En lo que respecta a la salud mental en nuestro país, la ley Nacional de Salud Mental[footnoteRef:13] se inscribe en la segunda posición en tanto concibe a los padecimientos psíquicos como procesos multidimensionales y complejos, cuyo abordaje requiere de la formación y defensa de equipos de trabajo interdisciplinarios que tensionan la hegemonía del modelo médico hegemónico psiquiátrico y la medicalización generalizada de los padecimientos singulares. En esta última línea hemos ubicado el TEPT, el cual reduce la complejidad de los fenómenos traumáticos al desvincular el padecimiento subjetivo del contexto y los procesos en los que el sujeto transita su experiencia. En contraposición, planteamos que la problemática de la reactualización del trauma y su reparación requiere de un abordaje complejo que contemple no sólo los factores psíquicos, sino también la relación entre el sujeto, la comunidad, el Estado y la Justicia. En este sentido, el modelo de trabajo del Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones a los Derechos Humanos, “Dr. Fernando Ulloa” se presenta como una política integral para garantizar la asistencia y el acompañamiento de las víctimas que denota la preocupación del Estado por promover instancias de reparación que atenúen el sufrimiento experimentado. En contraste, las aplicaciones de políticas neoliberales de los últimos años se efectuaron en detrimento de este tipo de instancia reparadora, estableciendo un retroceso en los derechos de lxs ciudadanos en general y de las víctimas del terrorismo de Estado en particular.   [13:  La Ley N°26657 condensa principios enunciados en los años setenta en la Federación Argentina de Psiquiatras y el Movimiento de Trabajadores de Salud Mental, así como intentos y propuestas de equipos de salud mental que acompañaron la lucha de los organismos de DDHH en el retorno a la democracia y que se vieron enfrentados a los obstáculos de las reformas neoliberales de los noventa resistiendo en la lucha por el derecho a la salud. Un hito de esa lucha fue el informe “Vidas arrasadas” (CELS/MDRI,2007) referido a la situación de personas alojadas en instituciones psiquiátricas. (Stolkiner,2015:24)
] 

[bookmark: _GoBack]Teniendo en cuenta lo expuesto, consideramos que el dispositivo de la crueldad de la tortura y el desamparo en el que quedaron sumergidas las víctimas del terrorismo de Estado nos interpela a reflexionar no sólo sobre la impunidad de quienes ejercieron la crueldad en el pasado reciente, sino también respecto a las crueldades y los niveles de impunidad tolerados en el presente. En este sentido, creemos que para no convertir a la memoria en un mero recuerdo debemos pensar críticamente el modelo económico, político y social de exclusión que impunemente conduce a miles de ciudadanxs a la miseria y al desamparo, vulnerando sus derechos sociales sistemáticamente. Desde luego, este ejercicio social de la memoria desde el presente supone no olvidar que la reconstrucción del terrorismo y la crueldad extrema sólo fue posible gracias al testimonio de sobrevivientes que, reactualizando su sufrimiento, explicitaron las prácticas sistemáticas de tortura y malos tratos experimentados por parte de la violencia del aparato estatal al servicio del exterminio. Fueron sus testimonios los que posibilitaron la condena de una cantidad reducida pero simbólicamente significativa de torturadores genocidas. Por ello, enfatizamos que el compromiso para con la reparación de todxs ellxs y sus familias no puede supeditarse al arbitrio de los gobiernos de turno, ya que las políticas reparadoras son políticas de Estado. 
En lo que concierne específicamente a las mujeres sobrevivientes, a lo largo de la ponencia señalamos que la violencia sexual se presenta como una problemática relegada desde la transición democrática respecto al abordaje de otras violencias como resultado de la ausencia de una escucha atenta y con perspectiva de género que limitó las instancias de reparación simbólica para las mujeres víctimas de violencia sexual. Particularmente, la prevalencia de traumas psicofísicos en estas mujeres requiere garantizar su asistencia desde un trabajo terapéutico de acompañamiento con perspectiva de género que no reproduzca instancias de victimización y favorezca la ruptura del silencio mediante una escucha respetuosa y empática de los tiempos singulares. Este punto de partida del proceso de atenuación del sufrimiento y reordenamiento de la vida psíquica debe reconocerlas como sujetas activas, respetando su voluntad e intereses durante todo el proceso de tratamiento. Paralelamente, planteamos que el proceso de reparación no debe reducirse al acompañamiento y asistencia jurídico-clínica, sino que es preciso abogar por la inscripción de las víctimas en la comunidad y por el ejercicio de la memoria entre la sociedad civil mediante políticas reparatorias con perspectiva de género. No obstante, y sin menoscabar las políticas de Estado, advertimos que son múltiples las prácticas y narrativas de mujeres víctimas de violencia sexual durante el terrorismo de Estado que establecen diálogos con las demandas feministas del presente y reubican la violencia sexual experimentada instalándola en la esfera pública. Así, la resignificación de la violencia sexual vivida reafirma la capacidad de agencia de estas mujeres y su posicionamiento político. 
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